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A menudo damos por sentado que las políti-
cas educativas se construyen sobre las bases 
lógicas que el contexto social y sus indicadores 
culturales, tecnológicos y económicos nos pro-
porcionan, un diseño que siempre está abierto, 
ciertamente, pero que también tiene sus fron-
teras delimitadas de antemano, en tanto en 
una democracia esas políticas no se plantean al 
margen de guiones normativos, emanados del 
mismo ordenamiento jurídico-constitucional, 
o aun de legítimas expectativas de personas y 
agencias de la sociedad civil sobre cambios en 
los ejes que vertebran y articulan un sistema.

El libro Educación de los ciudadanos: Política 
educativa en Lima Metropolitana, escrito por 
Manuel Iguiñiz y Arturo Miranda, es el resul-
tado de un encuentro en torno a las ideas y 
propuestas sobre la esperable y siempre com-
pleja relación entre políticas educativas y com-
promiso social. En esa línea, el volumen nos 
ofrece un análisis exhaustivo de las políticas 
educativas desde un marco jurídico, político y 
técnico, tomando como base la descentraliza-
ción y la realidad educativa del país. Así, el libro 
constituye una herramienta y un llamado a la 
acción a la ciudadanía y al gobierno metropo-
litano, que tiene a su cargo la responsabilidad 
de la ciudad de Lima para la formulación de su 
Plan de Desarrollo Concertado. Éste, a su vez, 
debe complementarse con los planes de los 
Gobiernos Regionales, en el marco de un Plan 
de Desarrollo Nacional.

La presente reseña analiza algunos de los te-
mas desarrollados en el libro y que creemos 
que es necesario tomar en cuenta, como el ser 
capaces de considerar los aspectos políticos 
de la educación como algo inevitablemente 
consustancial a las instituciones sociales de las 
que los ciudadanos nos hemos dotado para 
nuestro mejor gobierno y regulación (siempre 
en proceso de alteración y cambio). Esto sig-

nifica entender la política más allá de la pura 
elección racional, esto es, la basada en la con-
veniencia y el oportunismo, con el fin de no 
perder de vista la esperanzadora pugna entre 
ideas e ideales, entre valores que van constitu-
yendo y delimitando nítidas fronteras entre el 
interés público y el interés privado.

Un primer tema que deseo destacar está re-
ferido a la ubicación de la provincia de Lima 
—ciudad capital— en el Estado y la sociedad, 
como la clave para entender su carácter cen-
tralista. De acuerdo con lo señalado por Igui-
ñiz y Miranda:

[…] el gobierno de la ciudad corresponde 
al gobierno metropolitano, que mantuvo 

una restringida coordinación con los distritos. Para 
el gobierno de la ciudad, será preciso reactivar la 
Asamblea Metropolitana de Lima, que casi ha des-
aparecido”.

Con ello se incorporaría a las alcaldías distrita-
les y a la sociedad civil. Además, es necesario 
resaltar a las comunidades y autoridades au-
tónomas. En el caso de Lima Metropolitana, 
las Municipalidades Distritales de gran desa-
rrollo institucional y poblacional pueden asu-
mir funciones más numerosas que la mayoría 
de las Municipalidades Distritales del país. La 
relación entre las UGEL (Unidades de Gestión 
Educativa Local) y los distritos es un tema que 
debe ser debatido, pues no tenemos un mo-
delo definitivo de distribución de funciones 
entre los distritos y áreas (meso) de la ciudad 
y deseamos que esta materia se analice en el 
proceso de preparación del Proyecto Educati-
vo de Ciudad y del Plan de Mediano Plazo.

¿Qué hacer ante este reto del cuidado de la 
educación? Entre otras cosas, redefinir sus 
objetivos y prioridades políticas. Y la forma-
ción del profesorado debe ocupar un lugar 
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destacado en ellas. Nos jugamos la optimi-
zación de su toma de conciencia y de su ac-
tuación en asuntos críticos que la era global 
arrastra consigo a medida que se afianza en 
el planeta. Interesa mucho que los docentes 
vayan haciéndose con los consensos opera-
tivos necesarios en el currículo y la metodo-
logía para que las metas de cada esfuerzo, 
individual y colegiado, se modulen según la 
acción reflexiva que las circunstancias acon-
sejen para el mejor futuro de los alumnos, de 
sus familias y de las comunidades.

En este escenario, urge hablar también del 
compromiso social en las políticas educati-
vas, que debe demandar una responsabili-
dad que alcance a todas las instancias admi-
nistrativas, civiles y económicas. Sin olvidar 
aquellas otras de naturaleza asociativa, y aun 
corporativa, dispuestas al acuerdo o, si se 
prefiere, al pacto efectivo sobre las condicio-
nes de inversión y de gestión en el espacio 
público, para que los fondos de los contri-
buyentes dedicados a sufragar los gastos de 
la educación en sus diferentes pero comple-
mentarias facetas (instalaciones, profesores, 
transporte, materiales, tecnología…) redun-
den en mayores niveles de equidad y de cali-
dad en el sistema.

Un segundo tema concierne a concretar la 
formulación del Plan de Desarrollo Concerta-
do de Lima Metropolitana, lo que demanda 
una planificación concertada de desarrollo en-
tre Lima y el Callao, como lo establece la Ley 
Orgánica de Gobiernos Regionales (LOGR) en 
su artículo 70.°. Al respecto, Iguiñiz y Miranda 
nos dicen que son necesarios los:

Comités de Coordinación Interregional para 
la coordinación y planificación de los servicios 

públicos e inversiones interregionales. Además, se 
plantea que, dada la continuidad entre ambas ciuda-
des, se gestionen servicios colindantes por regímenes 
de gestión común (artículo 71.°)”.

Para que esa relación política se desarrolle, 
se requiere una reforma mayor del Estado 
que, entre otras cosas, exige hacer funcional 
el Consejo de Coordinación Interguberna-
mental, tal como lo indica la Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo (LOPE). Contar con un 

proyecto de desarrollo de la ciudad, capaz de 
superar una gestión parcelada, es clave para 
el Proyecto de Educación de la ciudad. La 
educación requiere ubicarse como parte del 
desarrollo humano y participar en el enrique-
cimiento de las prácticas de la ciudadanía.

En consecuencia:

[…] el Plan de Desarrollo Concertado y el Proyec-
to Educativo deberán ocuparse de dar dirección y 

ordenar la actividad directa de los gobiernos municipa-
les (provinciales y distritales), quienes son los articula-
dores y orientadores de las múltiples acciones de otros 
actores que, con autonomía, concurren a gestar un des-
tino democrático común. Esto último en lo concerniente 
a sus funciones nacionales regulares de carácter exclu-
sivo, que se realiza en la ciudad, como en lo que toca a 
las actividades propias de capital de la República, que 
conlleva importantes sedes de entidades nacionales”.

Asimismo:

[en cuanto a] las múltiples e interconectadas 
causas del fracaso escolar, la educación po-

dría amortiguar significativamente las brechas en el 
aprendizaje si se articula a otras políticas públicas 
para la reducción de la pobreza y a favor del desarro-
llo humano. El cumplimiento de los objetivos sociales 
de la población es posible con intervenciones inter-
sectoriales. La educación se beneficia directamente 
de las realizaciones de los otros sectores sociales y 
viceversa. La MML [Municipalidad Metropolitana de 
Lima] está obligada a buscar sinergias interguberna-
mentales e intersectoriales, ningún nivel ni institu-
ción controla todos los factores de la calidad”.

Considero que todas estas reflexiones y pro-
puestas deben ir de la mano con la equidad 
y calidad, para lo cual se trata de avanzar por 
el camino de la educación hacia objetivos de 
progreso individual y colectivo. Pero lo cier-
to es también que no todo el mundo acepta 
fácilmente una coincidencia en los sentidos 
de ambos términos. De manera sencilla, 
equidad es garantía de acceso en igualdad 
de condiciones para todos, junto a la pro-
visión de oportunidades para la promoción, 
al margen de los recursos económicos con 
los que cuenten las familias. La calidad es 
un concepto más esquivo y con mayor carga 
ideológica, siéndole de aplicación una lectura 
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neoconservadora (gestión eficiente del gasto 
y maximización de beneficios en forma de 
cualificaciones —docentes y discentes— se-
gún patterns de logro o promoción estable-
cidos), u otra de índole más socioliberal, en 
el sentido de procurar y conseguir mejoras 
sostenibles en la implicación y rendimiento 
académico de los estudiantes, optimizando 
capacidades y disposiciones al aprendizaje 
en todos los alumnos, pero atendiendo espe-
cialmente a quienes pueden ver perjudicado 
su progreso por algún tipo de limitación.

Acortar las distancias entre ambos posicio-
namientos es plausible si se incluye en la 
agenda de los grandes acuerdos estratégicos 
que una democracia fuerte debe impulsar sin 
tregua para su propio beneficio histórico. Lo 
que cuenta no es tanto la posesión del poder 
inmediato —necesariamente efímero—, sino 
la consistencia y estabilidad de las políticas 
en pos de metas diáfanas. Puelles (2006: 60) 
nos dice que el camino arduo —pero segu-
ro— consiste en arbitrar políticas integrado-
ras que apliquen la libertad y la igualdad para 
todos. Ésas y otras son las fuerzas que dina-
mizan los cambios de largo alcance.

Por ello, es importante comprender que los 
procesos de construcción democrática de la 
ciudad y de la educación requieren de la con-
formación de las representaciones sociales y 
políticas. Lo que preside el enfoque político de 
la ciudad inclusiva es un concepto de desarro-
llo urbano con ciudadanía activa y la incorpora-
ción de las instituciones privadas y públicas a la 
construcción de la ciudad. La autonomía de las 
instituciones privadas no significa extraterrito-
rialidad sino confluencia, con su especificidad 
por las labores a favor de un destino común.

Finalmente, Iguiñiz y Miranda nos recuerdan que 
la descentralización tiene entre sus finalidades la 
participación y el protagonismo social:

En el caso de la escuela, se postula continuar con 
el Consejo Educativo Institucional (CONEI) para 

la participación de la comunidad educativa. En los nive-
les subnacionales funcionan muy débilmente los Conse-
jos Participativos en Educación. A nivel nacional está la 
Campaña Peruana por el Derecho a la Educación. Asi-
mismo, como espacio de concertación que operan en la 

ciudad de Lima están la Mesa de Concertación para la 
Lucha Contra la Pobreza (MCLCLP) y el Consejo Nacio-
nal de Educación (CNE), orientados a la articulación de 
las políticas sociales y de la educación”.

Debe merecer especial atención del nuevo 
gobierno municipal la recuperación de los 
espacios de participación normados en la Ley 
Orgánica de Municipalidades (LOM).

Afirmar el gobierno metropolitano de Lima 
no es centralismo. Ello, más bien, tiene que 
contribuir a un realce de los municipios dis-
tritales. En Lima Metropolitana hay también 
que analizar las diferencias entre los distritos. 
¿Tienen que realizar todos las mismas fun-
ciones y programas?

No obstante, esa influencia del gobierno ha 
de medirse también con la que desde la so-
ciedad civil hace preciso introducir algunas 
dimensiones complementarias. Por un lado, 
como dicen Calero y Bonal (1999: 107- 108), 
la propia naturaleza, evolución y dinámica 
de los actores educativos se presenta como 
factor explicativo de las posibilidades de in-
tervención. Y, por el otro, la compleja lógica 
de intervención del Estado, condicionada por 
la imperiosa necesidad de resolver frecuentes 
y diversas contradicciones, explica las limita-
ciones que experimenta la permeabilidad de 
la agenda política. Así, pues, aunque ambas 
instancias disponen de autonomía relativa, 
su doble causalidad también aparece mani-
fiesta: la naturaleza de los intereses educa-
tivos de la sociedad civil repercute tanto en 
la política educativa del sector público como 
ésta es configuradora de la emergencia o 
transformación de los grupos de interés y de 
la forma y contenido de sus actuaciones.

Motivamos pues la conveniencia de leer el 
libro en su conjunto: en él hay una mirada 
tendiente a revisar y proyectar nuevos hori-
zontes de compromiso social para las políti-
cas educativas de Lima Metropolitana y para 
la mejora de la educación y el bienestar de la 
educación de los ciudadanos.
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